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4. Dependencia y Servicios Sociales

Con independencia de estos datos, al valorar la situación de la gestión de estas pensiones para esta 
Institución el elemento de análisis más importante es la realidad social existente detrás de cada uno de 
expedientes de solicitud de una PNC que, en la mayoría de los casos, están promovidos por personas en 
una delicada situación social, que acuden a este recurso para poder paliar unas necesidades básicas de 
subsistencia.

En la tramitación de las quejas que nos dirige la ciudadanía por las demoras excesivas en la resolución y 
pago de sus expedientes, muchas de estas personas que se dirigen a la Institución nos ponen de manifiesto 
su situación de extrema necesidad, bien por tener cargas familiares que no admiten demora, bien por ser 
personas que no tienen a ningún familiar que las auxilien, y carecer en todo caso de los recursos mínimos 
para subsistir.

Como se contempla en la propia exposición de motivos de la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, por la 
que se establecen en la Seguridad Social prestaciones no contributivas, la ampliación de la protección 
social a la que trata de dar respuesta dicha Ley es una aspiración social de solidaridad dirigida a “asegurar 
a los ciudadanos, particularmente a quienes se encuentran en estado de necesidad, unas prestaciones 
mínimas”.

Estas situaciones de necesidad, no suficientemente cubiertas por los mecanismos asistenciales, vienen 
a ser satisfechas de forma más segura jurídicamente y con mayor grado de suficiencia protectora con las 
nuevas modalidades no contributivas de las pensiones de invalidez y jubilación que dicha Ley establece, 
y que garantiza a personas mayores o con enfermedades invalidantes, que les impiden el desempeño de 
cualquier posible trabajo, su derecho a obtener unas prestaciones mínimas para afrontar sus necesidades 
básicas. Lo que constituye un objetivo básico de la Comunidad Autónoma andaluza, de acuerdo con lo 
establecido en el art. 10.3.14º del EAA y concretado en los artículos 19 y 24 del mismo.

Ante estas circunstancias, y teniendo en cuenta que el art. 31 del EAA garantiza a toda la ciudadanía, 
dentro del derecho a una buena administración, que sus asuntos se resolverán en un plazo razonable, 
y que el plazo específico de 90 días que se determina en el Real Decreto 286/2003, de 7 de marzo, 
para resolver estos procedimientos no se viene cumpliendo, especialmente en las provincias de Málaga 
y Sevilla, incumpliéndose con ello la obligación de resolver en plazo que establece la Ley 39/2015, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se formuló la oportuna Resolución 
a la Dirección General de Personas Mayores y Pensiones no Contributivas.

En dicha Resolución, tras incluir el correspondiente recordatorio de deberes legales a esa Administración, 
se le recomienda que, a la mayor urgencia posible, se adopten las medidas de racionalidad organizativa 
que sean necesarias para la puesta al día de los expedientes relativos a solicitudes de PNC, de Jubilación 
e Invalidez, en todas las provincias y garantizar la resolución de los mismos en el plazo legalmente 
establecido, así como que se aprueben planes especiales de trabajo para las provincias de Málaga y 
Sevilla, que tienen mayores retrasos en la gestión.

La Administración, tras poner de manifiesto determinados aspectos de la regulación de estas pensiones 
que dificultan su gestión y que no pueden modificar al estar establecidos en normas de ámbito estatal, 
ponen de manifiesto su voluntad de adoptar las medidas recomendadas para normalizar la tramitación de 
las mismas en los plazos previstos legalmente.

1.6. Igualdad de Género
1.6.1.Introducción

...
En las quejas relacionadas con servicios sociales debemos aludir a la Renta Mínima de Inserción Social 

en Andalucía, en vigor desde el 1 de enero de 2018, para recordar que el Decreto-Ley 3/2017, de 19 
de diciembre, que la regula reconoció específicamente como situación de urgencia social aquella en la 
que se encuentran las víctimas de violencia de género y desde el punto de vista de la tramitación del 
procedimiento, también la situación de víctima de violencia de género ha merecido un abordaje especial.
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El único caso que podemos mencionar en lo tocante al Sistema de la Dependencia lo recibimos casi al 
término de 2019, por lo que debemos contentarnos con exponer el supuesto de hecho, al no haber podido 
conocer la respuesta administrativa.

...

1.6.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.6.2.4.Servicios Sociales y Dependencia
En materia de Servicios Sociales debemos aludir a la Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía, en 

vigor desde el 1 de enero de 2018, para recordar que el Decreto-Ley 3/2017, de 19 de diciembre, que la 
regula reconoció específicamente como situación de urgencia social aquella en la que se encuentran las 
víctimas de violencia de género.

De este modo, introduce excepciones en el cumplimiento de requisitos en los supuestos de urgencia 
social (así como en los de emergencia) y por ello el Preámbulo de la norma destaca, entre sus innovaciones, 
el haber establecido «la prioridad de introducir la perspectiva de género a lo largo de todo el proceso a 
fin de promover la reducción de las desigualdades existentes entre mujeres y hombres y por tanto la 
feminización de la pobreza».

En este sentido, declara como personas con derecho a la RMISA a aquellas con vecindad administrativa 
en Andalucía que se encuentren en situación de pobreza, exclusión social o riesgo de estarlo y que, aún no 
cumpliendo alguno de los requisitos establecidos en el artículo 7 de la norma, se encuentren en situación 
de urgencia social, considerándose como tal, entre otras, la que resulta de ser víctima de violencia de 
género (artículo 3.1 en relación con el artículo 4.5.a).

Precisamente, en cuanto a la titularidad del derecho, la primera excepción del Decreto-Ley viene 
conformada por atribuirla a las personas que hayan sido victimas de violencia de género acreditada y a las 
que se encuentren en situación de urgencia o emergencia social, mayores de edad, desde los 18 hasta los 
64 años, ambos inclusive y no únicamente desde los 25 a los 64, como ocurre con carácter general (artículo 
3.3.b) 3º); así como a las emancipadas de 16 o 17 años víctimas de violencia de género acreditada.

Pueden, por tanto, ser solicitantes y beneficiarias de la RMISA, sin cumplir el requisito del 
empadronamiento, por ejemplo, las víctimas de violencia de género, debidamente acreditada, en el 
momento de la solicitud, así como las víctimas de trata de personas con fines de explotación sexual o 
laboral, debidamente acreditada, en el momento de la solicitud.

Desde el punto de vista de la tramitación del procedimiento, también la situación de víctima de violencia 
de género ha merecido un abordaje especial. De este modo, el Decreto-Ley que tratamos dedica su 
Capítulo IV a la regulación del procedimiento administrativo, estableciendo en el Capítulo V algunas 
peculiaridades, que son exclusivamente de aplicación cuando la persona solicitante de la RMISA se 
encuentre en situación de urgencia o emergencia social. Establece, por tanto, un procedimiento ordinario 
y especialidades procedimentales para las situaciones aludidas y que suponen una significativa reducción 
de los plazos ordinarios. La solicitud debe estar resuelta en el plazo de cinco días hábiles «desde la entrada 
del expediente completo» en la Delegación Territorial competente (artículo 45.2), en vez de en el general 
de dos meses, en atención al carácter prioritario que debe darse a la tramitación de las solicitudes en las 
situaciones de urgencia o emergencia social.

Finalmente, la norma contempla un calendario de aplicación (Disposición transitoria segunda), en el que 
destaca particularmente a las víctimas de violencia de género, mediante la opción de que estas puedan 
solicitar la ampliación de la percepción de la renta a partir de 2019, por períodos de seis meses sucesivos, 
persistiendo las circunstancias previas y manteniendo los requisitos que posibilitaron su concesión previa.

Esta especial toma en consideración de este colectivo, es la salvaguarda de que los graves retrasos que 
arrastra la tramitación de esta Renta no afecten a las mujeres víctimas de violencia de género, siempre que 
por los servicios sociales se haya informado su situación.


